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resoluciones puramente arbitrarias o manifestamente
irrazonables o incursas en error patente.

Hecha la anterior precisión debemos excluir de entra-
da la cuestión relativa a la exoneración de la prestación
de fianza al querellante popular por tratarse de un pro-
ceso penal ya iniciado con anterioridad por cuanto que,
como hemos expuesto, y con independencia de que el
proceso penal se hubiera incoado previamente, la mera
exigencia de fianza no implica por sí la imposición de
un injustificado obstáculo al derecho de acceso a la juris-
dicción ni constituye vulneración de ningún derecho fun-
damental (STC 62/1983, f.j. 3.o). Por consiguiente, el
único tema objeto de análisis en sede constitucional ha
de limitarse exclusivamente a comprobar la adecuación
de la cuantía de la fianza a la verdadera capacidad eco-
nómica de la Asociación demandante de amparo, y si
es o no gravemente desproporcionada hasta el punto
de merecer la calificación de arbitraria o manifiestamente
irrazonable.

Pues bien, de la lectura de las resoluciones impug-
nadas no se deduce que los razonamientos judiciales
sobre la determinación de la cuantía de la fianza, con-
siderados en su conjunto, puedan ser tildados de arbi-
trarios o manifiestamente irrazonables.

Como se desprende de las actuaciones, el Juzgado
de Instrucción exigió a la Asociación demandante la fian-
za de un millón de pesetas para personarse en el proceso
penal, razonando, en el Auto resolutorio de la reforma,
que tal suma se determinaba en atención a las circuns-
tancias concurrentes. En concreto, en esta resolución
se valoran el domicilio social de la Asociación, sito en
una céntrica calle madrileña reveladora de una capacidad
económica elevada, el prestigio personal y la antigüedad
colegial de los Letrados firmantes del recurso, de lo que
se deduce que la Asociación puede proveerse de medios
económicos en cuantía suficiente para hacer frente a
la fianza exigida y, finalmente, se razona que si bien
el presupuesto ordinario de la Asociación es insuficiente,
en principio, para hacer frente a la fianza, no se ha ale-
gado ningún obstáculo que impida una derrama extraor-
dinaria entre los asociados, que, en definitiva y mediante
el instrumento jurídico de la Asociación, son los inte-
resados en promover la acción popular. Por eso, la
Audiencia Provincial, al resolver el recurso de apelación
estima adecuada y razonable la cantidad de un millón
de pesetas, por tratarse de la misma suma exigida en
otras acusaciones populares personadas en la causa.

Como vemos, nos hallamos ante una ponderación
de las circunstancias concurrentes fundada en una serie
de datos y elementos objetivos obrantes en la causa
y tal ponderación no puede calificarse de irrazonable
o arbitraria. Por el contrario, no consta en la causa judicial
ni se aporta al presente recurso de amparo ningún argu-
mento ni indicio que permita deducir la desproporción
de la fianza en relación con los medios materiales y
las posibilidades financieras formalmente declaradas de
la Asociación, cuyos amplios fines pueden exigir en casos
determinados comprometer gastos que excedan de los
fondos conseguidos mediante la recaudación de las con-
vencionales cuotas establecidas para sus socios.

En conclusión, y en aplicación de los criterios con-
tenidos en la STC 50/1998, la cuantía de la fianza exi-
gida por los órganos judiciales penales no puede cali-
ficarse de desproporcionada en relación con las circuns-
tancias económicas concurrentes, ni que constituya un
grave obstáculo o un impedimento decisivo para el ejer-
cicio de la acción penal y, en consecuencia, procede
la desestimación del presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmados y rubricados.

12216 Sala Primera. Sentencia 80/1999, de 26
de abril de 1999. Recurso de amparo
3.077/1997. Contra Auto de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana que acordó tener por ejecutada Sen-
tencia dictada en procedimiento seguido
sobre evaluación de la actividad investigado-
ra. Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: inmodificabilidad de las Sentencias
firmes.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo Cachón Villar,
don Fernando Garrido Falla y doña María Emilia Casas
Baamonde, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.077/97, promovido
por don Jesús Esteban García, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Sonia Esquerdo Villodres
y asistido del Letrado don Federico Martínez Roda, contra
el Auto de la Sección Segunda de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de la Comunidad Valenciana, de 19 de junio de 1997,
confirmatorio, en súplica, del Auto de 20 de mayo
de 1997, por el que se acuerda tener por ejecutada
la Sentencia dictada en recurso núm. 2.178/92, de
fecha 30 de junio de 1994. Esta Sentencia recayó en
un proceso contra la Resolución de la Secretaría de Esta-
do de Universidades e Investigación, de 15 de julio
de 1992, sobre evaluación de la actividad investigadora.
Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Estado, y ha sido Ponente el Magistrado don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 11 de
julio de 1997, doña Sonia Esquerdo Villodres, Procu-
radora de los Tribunales y de don Jesús Esteban García,
interpuso recurso de amparo contra el Auto de la Sección
Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
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ciana, de 19 de junio de 1997, en el asunto reseñado
antes.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los que siguen:

a) La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana
(Sección Segunda) dictó Sentencia el día 30 de junio
de 1994, estimatoria del recurso núm. 2.178/92, pro-
movido contra Resolución de la Secretaría de Estado
de Universidades e Investigación de 15 de julio de 1992,
confirmatoria del Acuerdo de la Comisión Nacional Eva-
luadora de la Actividad Investigadora, de 1 de marzo
de 1991, por el que se estimaron negativamente diver-
sos tramos sometidos por el recurrente a evaluación.
La Sala entendió que la resolución administrativa impug-
nada carecía de una motivación suficiente.

b) La Administración, en cumplimiento de aquella
Sentencia, dictó nueva Resolución, de fecha 27 de febre-
ro de 1995, de igual contenido que la anulada por la
Sala y con levísimas alteraciones formales. Por Auto
de 31 de enero de 1996, la Sala tuvo por no ejecutado
aquel fallo y acordó de nuevo la ejecución de la
Sentencia.

c) Con fecha 6 de noviembre de 1996, la Admi-
nistración dictó otra Resolución, en los mismos términos
que la anterior. Ello no obstante, la Sala, mediante Auto
de 20 de mayo de 1997, acordó tener por cumplida
la repetida Sentencia. Para la Sala era obligado tener
en cuenta que el Tribunal Supremo, por Sentencia de 5
de julio de 1996, dictada en recurso de casación en
interés de ley, había rebajado sustancialmente los niveles
de motivación exigibles a los Acuerdos de la Comisión
Nacional Evaluadora; aplicando los nuevos criterios, la
Sala tuvo por ejecutada la Sentencia. El Auto de 20
de mayo de 1997 fue confirmado, en súplica, por nuevo
Auto de 19 de junio de 1997.

3. Se interpone recurso de amparo contra el Auto
de la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la
Comunidad Valenciana, de 19 de junio de 1997, inte-
resando su nulidad. Entiende el demandante de amparo
que la resolución judicial impugnada ha incurrido en
infracción del art. 24.1 C.E. En su opinión, los Autos
que han tenido por cumplida la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia han conculcado su derecho a la
ejecución de una resolución judicial firme. En efecto,
la Sentencia de 30 de junio de 1994 decretó la nulidad
de las resoluciones administrativas entonces recurridas
por entender la Sala que carecían de una motivación
suficiente, de manera que no cabe tener por ejecutada
dicha Sentencia —en la que se ordenaba dictar nueva
resolución motivada— si la Administración reproduce el
contenido de la declarada nula en 1994.

4. Mediante providencia de 15 de septiembre
de 1997, la Sección Primera de este Tribunal acordó,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC,
conceder un plazo de diez días para que el demandante
de amparo y el Ministerio Fiscal alegaran lo que esti-
masen conveniente en relación con la posible concurren-
cia de la causa de inadmisión contemplada en el art. 50.1
c) LOTC, por carecer la demanda manifiestamente de
contenido que justifique una decisión sobre el fondo por
parte del Tribunal.

5. Por providencia de 3 de diciembre de 1997, la
Sección tuvo por recibidas las alegaciones del deman-
dante y del Ministerio Fiscal y, de conformidad con lo
prevenido en el art. 88 LOTC, requirió a la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-

ticia de la Comunidad Valenciana la remisión de tes-
timonio del recurso núm. 2.178/92.

6. Recibido el testimonio interesado en el anterior
proveído, la Sección, por providencia de 26 de enero
de 1998, concedió un plazo de diez días al recurrente
y al Ministerio Fiscal para que, con vista del meritado
testimonio, pudieran presentar alegaciones o ampliar las
ya realizadas en relación con el motivo de inadmisión
expuesto en la providencia de 15 de septiembre
de 1997.

7. Por providencia de 13 de julio de 1998, la Sec-
ción acordó admitir a trámite la demanda de amparo,
así como la práctica de los emplazamientos pertinentes.

8. Por providencia de 10 de noviembre de 1998
se tuvo por personado y parte al Abogado del Estado
y se dio vista de las actuaciones, por plazo de veinte
días, al demandante de amparo, al Ministerio Fiscal y
al Abogado del Estado, al objeto de que, conforme dis-
pone el art. 52.1 LOTC, pudieran presentar las alega-
ciones que estimasen pertinentes.

9. El escrito de alegaciones del Abogado del Estado
se registró en el Tribunal el 2 de diciembre de 1998.
En él se señala, en primer lugar, que no se ha cumplido
el requisito establecido en el art. 44.1 c) LOTC, siendo
así que la invocación del derecho lesionado debió hacer-
se con ocasión del recurso de súplica interpuesto contra
el Auto de 20 de mayo de 1997. Observa el Abogado
del Estado que la demanda de amparo vacila entre la
invocación del derecho a la invariabilidad de las Sen-
tencias y el derecho a la efectiva ejecución de una Sen-
tencia firme, aunque, a su juicio, es evidente que no
puede considerarse violado aquél, pues no se ha variado
la Sentencia de 30 de junio de 1994; además, en relación
con este derecho falta cualquier traza de oportuna invo-
cación. Tampoco cabe tener por cumplida la oportuna
invocación del derecho a la ejecución de aquella Sen-
tencia, por más flexiblemente que se interprete el
requisito.

Con carácter subsidiario, y para el caso de que no
se aprecie la concurrencia de la causa de inadmisión
señalada, el Abogado del Estado pasa a examinar el
fondo del asunto. Para el Abogado del Estado, no se
ha quebrantado el derecho fundamental a la ejecución
de lo juzgado. La Sentencia de 30 de junio de 1994
anula el acto originario recurrido (Acuerdo de la Comisión
Nacional Evaluadora de la Actividad Investigadora de 1
de marzo de 1991) y su confirmación en alzada por
Resolución de la Secretaría de Estado de Universidades
e Investigación de 15 de julio de 1992, y reconoce como
situación jurídica individualizada «el derecho del
recurrente a obtener de la Administración una Resolu-
ción motivada con relación a la evaluación de su acti-
vidad investigadora». El pronunciamiento constitutivo
—anulación de los citados actos administrativos— no
plantea mayores problemas. La propia Sentencia los pri-
va de validez, y, precisamente por ello, la Administración
se ha visto en la precisión de dictar nuevos actos sus-
titutorios de los anulados. Se concluye que las cuestiones
relevantes para el presente recurso son dos: en qué con-
siste realmente la eficacia vinculante de la doctrina sen-
tada en las Sentencias contencioso-administrativas en
interés de ley [art. 102 b) 4 L.J.C.A.]; y qué hay que
entender in concreto por motivación suficiente para esti-
mar debidamente cumplida una Sentencia que condena
in abstracto a dictar una «resolución motivada con rela-
ción a la evaluación de su actividad investigadora».

En cuanto a lo primero, alega el Abogado del Estado
que, de acuerdo con el art. 102 b) 4 de la Ley Juris-
diccional de 1956, la Sentencia estimatoria de la casa-
ción en interés de ley ha de fijar en el fallo la doctrina



80 Martes 1 junio 1999 BOE núm. 130. Suplemento

legal. Por lo que hace a la segunda de las cuestiones
señaladas, se alega que la Sentencia de 1994 condena
abstractamente a la Administración a dictar una Reso-
lución motivada, si bien la Sala sentenciadora ha cam-
biado su criterio sobre cuándo puede entenderse en con-
creto que una resolución de la Comisión Nacional Eva-
luadora está suficientemente motivada. Este cambio se
basa, justamente, en la doctrina en interés de ley fijada
por el Tribunal Supremo sobre este punto, que dice así:
«Las decisiones de la Comisión Nacional Evaluadora de
la Actividad Investigadora están suficientemente moti-
vadas, aunque no manifiesten explícitamente las razones
por las que valoran negativamente un período o períodos
de investigación, cuando hacen suyas las puntuaciones
asignadas por los Comités Asesores al valorar global-
mente el conjunto de las aportaciones en cada uno de
los criterios de evaluación» (STS de 5 de julio de 1996,
fallo).

Para el Abogado del Estado, no puede decirse que
se haya contradicho lo ejecutoriado. Tampoco puede
tacharse de arbitraria o irrazonable la adopción del nuevo
criterio de aceptabilidad de la motivación. No puede ser
nunca arbitrario o irrazonable que una Sala acoja y apli-
que una doctrina fijada en interés de ley por el Tribunal
Supremo, jurídicamente más correcta por hipótesis.

En definitiva, concluye el Abogado del Estado, no pue-
de juzgarse inconstitucional que la abstracta condena
a dictar resolución motivada sea concretada mediante
criterios jurídicamente más correctos enunciados con
posterioridad a dictarse la nueva resolución con la que
pretende cumplirse la Sentencia. El Abogado del Estado
interesa, en suma, la denegación del amparo pretendido.

10. La representación procesal del demandante de
amparo presentó su escrito de alegaciones el 4 de
diciembre de 1998. El alegato del actor se reduce a
señalar que no obra en el expediente remitido por el
Tribunal Superior de Justicia la Resolución de 27 de
febrero de 1995 de la Secretaría de Estado de Univer-
sidades que la Sala estimó que no suponía la ejecución
de la Sentencia de 1994. Sin embargo, sí obra en el
expediente la Resolución, idéntica, de 6 de noviembre
de 1996 con la que sí se tuvo por ejecutada aquella
Sentencia firme.

11. El escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal
se registró en el Tribunal el 10 de diciembre de 1998.
Tras referir brevemente los hechos de que trae causa
la demanda, así como los fundamentos de la pretensión
que en ella se contiene, recuerda el Ministerio Público
la doctrina general sentada por este Tribunal en relación
con el derecho a la ejecución de Sentencias, compen-
diada en la STC 219/1994 y en el ATC 16/1996. Tenien-
do a la vista esa doctrina, procede el Ministerio Fiscal
a examinar si la interpretación ofrecida por la Sala en
el Auto impugnado es arbitraria o irrazonable. Y señala,
en esa línea, que el órgano judicial ha acogido la doctrina
sentada por el Tribunal Supremo en un recurso de casa-
ción en interés de ley posterior a la Sentencia de cuya
ejecución se trataba. De otro lado, se explica en el Auto
recurrido que la nueva doctrina no se aplica retroac-
tivamente, sino al tiempo de adoptar la decisión impuesta
por la ejecución de la Sentencia.

Partiendo de estas circunstancias, el Ministerio Fiscal
entiende que nos encontramos ante el ejercicio de una
potestad jurisdiccional exclusiva del órgano que dictó
la resolución de cuya ejecución se trata, llevada a cabo
de forma razonable y no arbitraria. Si existió o no incon-
gruencia entre los dos Autos dictados en ejecución no
puede basarse en un concepto de retroactividad distinto
del utilizado por la Sala que dictó la resolución a ejecutar,
pues es ése un tema de legalidad ordinaria, en el que

la discrepancia del actor con el órgano judicial no debe
tener acceso al amparo.

A mayor abundamiento, alega el Ministerio Público
que de la documentación remitida se desprende que
la Comisión Nacional Evaluadora sí motivó exhaustiva-
mente su criterio, como se desprende del Informe de
fecha 6 de noviembre de 1996, emitido en respuesta
al requerimiento de la Sala efectuado por medio del Auto
de 31 de enero de 1996. Ha desaparecido, pues, cual-
quier atisbo de quiebra del art. 24.1 de la Constitución.
Y no se olvide, concluye el escrito de alegaciones, que
la Ley Jurisdiccional permite tener por ejecutada una
Sentencia por motivos jurídicos sobrevenidos, lo que
supone que la repuesta razonada ofrecida por la Sala
posee suficiente base legal. No ha existido, por tanto,
vulneración de la tutela judicial efectiva por incongruen-
cia, toda vez que la Sala ofrece una motivación razonada
y razonable para su cambio de criterio, y entiende que
la resolución dictada por ella misma debe tenerse por
ejecutada en sus propios términos, extremo que le
corresponde en exclusiva por aplicación del art. 117.3
de la Constitución. En consecuencia, el Ministerio Fiscal
interesa la desestimación de la demanda de amparo.

12. Por providencia de 9 de abril de 1999 se señaló
el día 12 del mismo mes y año para deliberación de
la presente Sentencia, en que se inició el trámite, que
ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión planteada en el presente procedi-
miento se contrae a determinar si, como sostiene el
demandante de amparo, la resolución judicial impugnada
ha vulnerado su derecho a la ejecución de lo decidido
en una Sentencia firme. Sin embargo, y con carácter
previo a la exposición de los términos de la cuestión
de fondo, es preciso pronunciarse sobre la posible con-
currencia de la causa de inadmisión puesta de manifiesto
por el Abogado del Estado en su escrito de alegaciones,
consistente en la falta de invocación del derecho supues-
tamente vulnerado [art. 50.1 a), en relación con el
art. 44.1 c), ambos de la LOTC].

A juicio del Abogado del Estado, no se ha cumplido
el requisito establecido en el art. 44.1 c) LOTC, siendo
así que la invocación del derecho lesionado debió hacer-
se con ocasión del recurso de súplica interpuesto contra
el Auto de 20 de mayo de 1997. En su opinión, son
cosas distintas la simple reiteración de una pretensión
ejecutiva y el planteamiento de un problema constitu-
cional consistente en la lesión del art. 24 de la Cons-
titución, y el demandante se limitó a dirigir una petición
al órgano judicial para que no tuviera por ejecutada la
Sentencia de 1994, pero no formuló una queja por vul-
neración de un derecho fundamental amparable.

La objeción opuesta por el Abogado del Estado no
puede prosperar. Sin necesidad de abundar en la reiterada
doctrina sentada por este Tribunal en relación con aquella
causa de inadmisión, sí conviene recordar que el requisito
de la previa invocación no constituye un mero formalismo
teórico (SSTC 11/1982, 203/1987, 238/1991), sino que
responde a la finalidad de otorgar a los órganos judiciales
la posibilidad de restablecer el derecho fundamental con-
culcado (SSTC 75/1984, 176/1991, 37/1993), de mane-
ra que puede darse por cumplido si, no invocándose el
derecho pretendidamente lesionado, el órgano judicial ter-
mina por examinar el problema constitucional que luego
se suscite en vía de amparo (STC 185/1992). Se trata,
en suma, de un requisito al servicio de la subsidiariedad
del amparo constitucional (SSTC 164/1989, 176/1991)
y cuya exigencia se ha verificado siempre en términos
lo suficientemente flexibles como para tenerlo por satis-
fecho a poco que se haga evidente que el órgano judicial
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ha examinado la cuestión de constitucionalidad que final-
mente se suscita ante nosotros o, al menos, ha tenido
la ocasión de hacerlo como consecuencia de las indica-
ciones que con ese objeto le haya hecho quien finalmente
se convierte en demandante de amparo.

En el presente caso, el examen de las actuaciones
judiciales revela que la lesión de derecho fundamental
denunciada ahora en amparo no pudo pasarle desaper-
cibida al Tribunal Superior de Justicia desde un primer
momento. Así, consta en aquéllas que el recurrente hizo
invocación expresa, entre otros, del art. 24 de la Cons-
titución en su escrito de 17 de diciembre de 1996, por
el que interesó de la Sala la ejecución de la Sentencia
firme, considerando insuficiente la verificada por medio
de las Resoluciones de 27 de febrero de 1995 y 6 de
noviembre de 1996. Concretamente, y al folio 143, puede
leerse que el demandante califica la conducta de la Admi-
nistración como «de desacato a esta Sala, así como de
una burla a la Justicia y a los derechos del administrado
por cuanto no se somete a un mandato judicial, vulne-
rando en consecuencia los artículos 24, 103 y 118 de
la Constitución Española». La referencia al art. 24 puede
considerarse, ciertamente, lacónica en exceso; sin embar-
go, tampoco eran necesarias mayores precisiones, toda
vez que la misma Sala, en su Auto de 31 de enero
de 1996, había encuadrado claramente la cuestión deba-
tida en el ámbito del derecho fundamental a la ejecución
de sentencia, como se demuestra con la lectura de su
primer fundamento jurídico y la copiosa doctrina cons-
titucional allí citada. En consecuencia, era evidente que
no le había pasado inadvertida al órgano judicial la dimen-
sión constitucional del litigio, en todo momento centrado
alrededor de aquel derecho fundamental. En estas cir-
cunstancias, es obvio que ha quedado perfectamente sal-
vaguardada la naturaleza subsidiaria del recurso de ampa-
ro, pues la Sala a quo ha tenido ocasión de pronunciarse
sobre la realidad de una lesión que no puede entenderse
suscitada aquí per saltum. Ciertamente, en el recurso de
súplica dirigido contra el Auto de 20 de mayo de 1997
no se hizo expresa invocación del art. 24; pero no es
menos cierto que, con arreglo a doctrina reiterada y uni-
forme, nunca se ha exigido la cita concreta y numérica
del precepto constitucional en cuestión, sino simplemente
que el problema constitucional haya quedado acotado
en términos que permitan a los órganos judiciales pro-
nunciarse sobre el mismo (SSTC 17/1982, 10/1986,
219/1991, entre otras muchas). Tal acotamiento es ya
perceptible en el Auto de 31 de enero de 1996; y en
el recurso de súplica, bien que sin mención expresa de
aquel precepto constitucional, el demandante no hizo sino
abundar en la idea de que no se había dado debida eje-
cución a la Sentencia firme.

2. Despejada la duda de procedibilidad suscitada
por el Abogado del Estado, procede ya examinar la cues-
tión de fondo. Al objeto de delimitarla en sus exactos
términos, hemos de recordar que la Sección Segunda
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana dictó
Sentencia el día 30 de junio de 1994, estimatoria de
un recurso promovido contra la Resolución de la Secre-
taría de Estado de Universidades e Investigación de 15
de julio de 1992, confirmatoria del Acuerdo de la Comi-
sión Nacional de Evaluación de la Actividad Investiga-
dora, de 1 de marzo de 1991, por el que se estimaron
negativamente diversos tramos sometidos por el
recurrente a evaluación. En el fallo de dicha Sentencia
se reconocía, en lo que ahora importa, «como situación
jurídica individualizada, el derecho del recurrente a obte-
ner de la Administración una resolución motivada con
relación a la evaluación de su actividad investigadora».
La Administración, en cumplimiento de aquella Senten-
cia, dictó nueva Resolución, de igual contenido que la

anulada por la Sala y con levísimas alteraciones formales.
Por Auto de 31 de enero de 1996, la Sala tuvo por
no ejecutado aquel fallo y acordó la ejecución de la Sen-
tencia «de conformidad con los criterios fijados en el
segundo fundamento jurídico de esta resolución», esto
es, requiriendo a la Administración «al objeto de que
proceda de forma pormenorizada, con relación a todos
y cada uno de los méritos aportados, a emitir un informe
motivado sobre su evaluación». La Administración dictó
nueva Resolución, en los mismos términos, sin embargo,
que la anterior. Ello no obstante, la Sala, mediante Auto
de 20 de mayo de 1997, acordó que estaba cumplida
la repetida Sentencia. Para la Sala, era obligado tener
en cuenta que el Tribunal Supremo, por Sentencia de 5
de julio de 1996, dictada en recurso de casación en
interés de ley, había alterado sustancialmente los cri-
terios de motivación exigibles a los Acuerdos de la Comi-
sión Nacional de Evaluación, en el sentido de conside-
rarlos suficientemente motivados si hacían suyas las pun-
tuaciones asignadas por los Comités Asesores al valorar
globalmente el conjunto de las aportaciones; aplicando
el nuevo criterio, la Sala tuvo por ejecutada la Sentencia.
Dicho Auto fue confirmado, en súplica, por nuevo Auto
de 19 de junio de 1997.

Lo que aquí se plantea es, en definitiva, si con el
Auto de 20 de mayo de 1997 se ha vulnerado el derecho
del actor a la ejecución de la Sentencia de 30 de junio
de 1994, que la Sala consideró no ejecutada hasta que,
haciendo suya la doctrina sentada en 1996 por el Tri-
bunal Supremo, concluyó por estimar suficiente, a los
fines de la ejecución, una resolución administrativa idén-
tica a otra previamente rechazada por inmotivada.

3. Expuesto en otros términos, la duda que se ha
de resolver es si la doctrina legal establecida por el Tri-
bunal Supremo en su Sentencia de 5 de julio de 1996
puede aplicarse para enjuiciar el grado de motivación
alcanzado por una resolución administrativa a cuyo tra-
vés se pretende dar ejecución al fallo de 30 de junio
de 1994. En contra de esa posibilidad juega la circuns-
tancia de que la propia Sala —en su Auto de 31 de
enero de 1996— sentó los criterios con arreglo a los
cuales debía motivarse la nueva resolución a dictar por
la Administración. Tales criterios, distintos de los luego
fijados por el Tribunal Supremo, no han sido respetados
en las distintas resoluciones dictadas para la ejecución
de la Sentencia. Entender ahora que los mismos pueden
ser sustituidos por los que ha fijado el Tribunal Supremo
supondría tanto como modificar un fallo definitivo y fir-
me, para cuya ejecución, además, la Sala ha establecido
criterios específicos y detallados. El amparo debe, pues,
prosperar.

Nada puede oponerse, desde luego, a la posibilidad
de que un Tribunal modifique una línea interpretativa
y de aplicación de la ley mediante la sola asunción de
un criterio contrario establecido por un órgano judicial
superior. La cuestión que la presente demanda plantea
es, sin embargo, distinta: si, decidido por un Tribunal
cómo debe ejecutarse una Sentencia firme, su criterio
puede ser sustituido por el sentado con posterioridad
por el Tribunal Supremo, no con ocasión de un caso
en el que se resuelva, precisamente, a propósito de una
ejecución de Sentencia, sino en relación con el contenido
que han de tener las Sentencias de fondo dictadas en
supuestos equiparables. Aceptar esta última posibilidad
supondría atribuir a la doctrina legal establecida en los
recursos en interés de ley una eficacia retroactiva frente
a la que ni siquiera podría oponerse la fuerza de cosa
juzgada [art. 102 b) 4 L.J.C.A.]. Ha de repararse, además,
en la circunstancia de que la nueva doctrina del Tribunal
Supremo sólo puede ser aplicada al supuesto que esta-
mos enjuiciando por la simple razón de que la Admi-
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nistración ha demorado indebidamente el cumplimiento
de lo acordado por el Tribunal Superior de Justicia.

4. El órgano judicial ha conculcado, en consecuen-
cia, el derecho del recurrente a la ejecución de una Sen-
tencia firme. Y lo ha hecho en términos tales que han
llegado al extremo de suponer la alteración misma de
lo definitivamente juzgado, pues no sólo ha invalidado
lo decidido en el primero de los Autos dictados en el
incidente de ejecución, sino que ha alterado e invalidado
la propia Sentencia cuya ejecución se pretende. La Sala,
en efecto, estimó el recurso contencioso-administrativo
por entender que la Resolución impugnada carecía de
motivación. La Administración vino obligada, en conse-
cuencia, a dictar nueva resolución suficientemente moti-
vada con arreglo a los criterios sentados en la Sentencia.
La nueva Resolución administrativa se motivó con arre-
glo a los mismos cánones que la Sentencia había decla-
rado insuficientes, y así lo apreció la Sala mediante Auto.
Dictada nueva Resolución, idéntica a la anterior, la Sala
tiene por ejecutada la Sentencia; el motivo es conocido:
el Tribunal Supremo ha sentado nuevos criterios sobre
la materia, con arreglo a los cuales la resolución admi-
nistrativa estaría suficientemente motivada.

En estas circunstancias es meridiano que la Sala no
ha privado al actor, simplemente, de su derecho a la
ejecución de una Sentencia firme en sus propios tér-
minos. Ha alterado, en fase de ejecución, el contenido
mismo de la Sentencia firme. En ésta se dejó dicho cómo
debía motivarse la resolución administrativa. En trámite
de ejecución podrá discutirse si la Administración cumple
o no con las directrices impuestas en la Sentencia firme;
lo que no cabe es discutir de nuevo si esas directrices
pueden ser sustituidas por otras nuevas, ya rechazadas,
precisamente, en el pronunciamiento firme sobre el fon-
do. En otras palabras: la Sala ha decretado que la reso-
lución impugnada debe tener un contenido determinado,
excluyéndose, por tanto, otros contenidos posibles. A
la hora de ejecutar esa decisión pueden surgir discre-
pancias entre las partes a propósito de si la nueva reso-
lución administrativa se ajusta al contenido señalado
como debido por el órgano judicial, y éste sólo podrá
tener por ejecutada su Sentencia si el contenido de la
resolución es aquél y no cualquier otro. Nunca podría,
en definitiva, dar por bueno un contenido distinto, ni
siquiera con el argumento de que el Tribunal Supremo
admite, en pronunciamientos sobre el fondo —aunque
sea como el único posible y con expresa exclusión del
contenido señalado como debido por el órgano judicial—
cualquier contenido imaginable.

La ejecución de la Sentencia de la Sala de lo con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de la Comunidad Valenciana, de fecha 30 de junio
de 1994 ha de realizarse, por consiguiente, con arreglo
al criterio establecido por la propia Sala en su Auto de 31
de enero de 1996.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho del demandante a la tutela
judicial efectiva.

2.o Anular el Auto de la Sección Segunda de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 20 de
mayo de 1997.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmados y rubricados.

12217 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen-
tencia núm. 35/1999, de 22 de marzo
de 1999, del Tribunal Constitucional, publi-
cada en el Suplemento al «Boletín Oficial del
Estado» núm. 100, de 27 de abril de 1999.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia
núm. 35, de 22 de marzo de 1999, del Tribunal Cons-
titucional, publicada en el Suplemento al «Boletín Oficial
del Estado» núm. 100, de 27 de abril de 1999, se trans-
criben a continuación las oportunas correcciones:

En la pág. 9, segunda columna, segundo párrafo,
línea, donde dice: «242 y 243 (SSTC 163/1985,», debe
decir: «242 y 243 L.O.P.J.) (SSTC 163/1985,».

12218 CORRECCIÓN de errores en el texto de la Sen-
tencia núm. 38/1999, de 22 de marzo
de 1999, del Tribunal Constitucional, publi-
cada en el Suplemento al «Boletín Oficial del
Estado» núm. 100, de 27 de abril de 1999.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia
núm. 38, de 22 de marzo de 1999, del Tribunal Cons-
titucional, publicada en el Suplemento al «Boletín Oficial
del Estado» núm. 100, de 27 de abril de 1999, se trans-
criben a continuación las oportunas correcciones:

En la pág. 19, segunda columna, sexto párrafo,
línea 11, donde dice: «adelante, E.A.A.), veda toda posi-
bilidad», debe decir: «adelante, E.A. Ast.), veda toda
posibilidad».

Ídem, línea 16, donde dice: «El citado art. 25.1 E.A.A.
establece», debe decir: «adelante, E.A. Ast.), veda toda
posibilidad».

Ídem, línea 16, donde dice: «El citado art. 25.1 E.A.A.
establece», debe decir: «El citado art. 25.1 E.A.Ast.
establece».

Ídem, línea 18, donde dice: «en el art. 32 E.A.A. que
prevé», debe decir: «en el art. 32 E.A.Ast. que prevé».

En la pág. 19, segunda columna, séptimo párrafo,
línea 2, donde dice: «lo dispuesto en el E.A.A. llevó a
la Mesa», debe decir: «lo dispuesto en el E.A.Ast. llevó
a la Mesa».

En la pág. 20, primera columna, segundo párrafo,
línea 13, donde dice: «la reforma del E.A.A. Precedió
a este Acuerdo», debe decir: «la reforma del E.A.Ast.
Precedió a este Acuerdo».

En la pág. 20, primera columna, cuarto párrafo,
línea 14, donde dice: «Ley presentada y el E.A.A. Con
dicha inadmisión», debe decir: «Ley presentada y el
E.A.Ast. Con dicha inadmisión».

En la pág. 21, primera columna, cuarto párrafo,
línea 1, donde dice: «Los demandantes amparo», debe
decir: «Los demandantes de amparo».

En la pág. 21, primera columna, quinto párrafo,
línea 7, donde dice: «arts. 25.1 y 32 E.A.A. La Mesa
de la Junta», debe decir: «arts. 25.1 y 32 E.A.Ast. La
Mesa de la Junta».


